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recabar dictamen del Consejo de Estado u órgano consul-
tivo de la Comunidad Autónoma, cuando el mismo no se 
funde en alguna de las causas previstas en el apartado 1 
del artículo anterior o en el supuesto de que se hubiesen 
desestimado en cuanto al fondo otros recursos sustancial-
mente iguales”.

Segundo.–Es doctrina reiterada del Consejo de Estado 
que dado el carácter excepcional del recurso extraordina-
rio de revisión, en que la finalidad es la impugnación de 
actos administrativos firmes, únicamente puede funda-
mentarse en alguna de las causas taxativamente enumera-
das en el art. 118.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y 
que han de interpretarse estrictamente, sin que pueda 
extenderse a supuestos distintos de los que dicho artículo 
señala.

El artículo 118.1.1.º permite la interposición del re-
curso extraordinario de revisión de los actos firmes en 
vía administrativa cuando al dictarlos se hubiera incurri-
do en error de hecho, que resulte de los propios docu-
mentos incorporados al expediente. Ha manifestado el 
Consejo de Estado reiteradamente (entre otros, Dictamen 
n.º 225/99) que el error de hecho ha de consistir en un 
extremo puramente fáctico que resulte constatable de la 
documentación incorporada al expediente, sin necesidad 
de recurrir a interpretación jurídica alguna.

No cabe apreciar la caducidad del procedimiento 
sancionador. El plazo máximo para resolver y notificar 
la resolución es de seis meses desde la fecha del acuer-
do de iniciación del procedimiento, de conformidad con 
el artículo 42.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
modificada por Ley 4/1999, de 13 de enero, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, en relación con el ar-
tículo 205 del Reglamento de la Ley de Ordenación de
los Transportes Terrestres, aprobado por el Real Decre-
to 1211/1990 y modificado por Real Decreto 1772/
1994, de 5 de agosto. Por acuerdo de fecha 25-10-1999, 
de la Inspección General del Transporte Terrestre se 
ordena la iniciación del procedimiento sancionador, 
decisión que le es comunicada al recurrente el 10-11-
1999 y la resolución, de fecha 7-4-2000 es notificada el 
13-4-2000, por lo que está claro que no había transcurri-
do dicho período.

Por otra parte hay que decir que el resto de las alega-
ciones ya fueron revisadas y contestadas en la resolu-
ción del recurso de alzada, sin que de los documentos 
obrantes en el expediente pueda deducirse que se haya 
producido error alguno en la imputación de los hechos 
sancionados. En consecuencia, cabe concluir que no se 
da la circunstancia prevista en el citado artícu-
lo 118.1.1.º Tampoco han aparecido documentos de 
valor esencial para la resolución del asunto que eviden-
cien error en la resolución recurrida, ni se dan cualquie-
ra de las restantes circunstancias reseñadas en el
art. 118.1, por lo que, en base al art. 119 antes citado, 
procede la inadmisión a trámite del presente recurso 
extraordinario de revisión.

Tercero.–Por último, respecto a la competencia 
para resolver el presente recurso, cabe concluir que 
corresponde al Secretario General de Transportes, por 
cuanto, si bien el recurso extraordinario de revisión 
debe resolverlo el órgano que dictó el acto, en este 
caso el Subsecretario del Departamento, a partir de los 
Reales Decretos 562/2004, de 19 de abril y 1476/2004, 
de junio, la competencia para resolver los recursos de 
alzada contra actos del Director General de Transpor-
tes por Carretera está atribuida al Secretario General 
de Transportes por cuanto la Dirección General de 
Transportes por Carretera ha pasado a depender de 
dicha Secretaría General careciendo ya la Subsecreta-
ría de competencia en materia de transportes por carre-
tera. En consecuencia también corresponde al Secreta-
rio General de Transportes la resolución de los 
recursos extraordinarios de revisión contra las resolu-
ciones de los recurso de alzada referidos.

En su virtud, esta Secretaría General de Transportes, 
de conformidad con la propuesta formulada por la Subdi-
rección General de Recursos, ha acordado inadmitir a 
trámite el recurso extraordinario de revisión interpuesto 
por D. Jesús Gascón Royo contra resolución de la Subse-
cretaría de fecha 22 de enero de 2002, que desestima el 
recurso de alzada interpuesto contra la de la Dirección 
General de Ferrocarriles y Transportes por Carretera de 

fecha 7 de abril de 2000, que le sanciona con multa
de 30.000 ptas. (180,30 euros).

Contra esta Resolución, que pone fin a la vía adminis-
trativa, cabe recurso contencioso-administrativo, ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo 
con sede en Madrid, en el plazo de dos meses desde el día 
siguiente a su notificación.»

«Examinado el recurso extraordinario de revisión 
formulado por Martinez i Ramil, S.L., contra resolución 
de la Subsecretaría de fecha 27 de junio de 2002 que 
confirmaba la resolución de la Dirección General de 
Transportes por Carretera de 17 de abril de 2000 que le 
sancionaba con multa de 20.000 ptas. (120,20 €) por ha-
ber superado en menos de un 20 por 100 los tiempos 
máximos de conducción autorizados.

Antecedentes de hecho

Primero.–La recurrente centra el presente recurso ex-
traordinario de revisión en la prescripción de la infrac-
ción.

Segundo.–El recurso ha sido informado en sentido de 
que se declare su inadmisión a trámite, por el órgano 
sancionador.

Fundamentos de Derecho

Primero.–El art. 119.1 de la Ley 30/1992, en su redac-
ción dada por la Ley 4/1999, establece que “el órgano 
competente para la resolución del recurso podrá acordar 
motivadamente la inadmisión a trámite, sin necesidad de 
recabar dictamen del Consejo de Estado u órgano consul-
tivo de la Comunidad Autónoma, cuando el mismo no se 
funde en alguna de las causas previstas en el apartado 1 
del artículo anterior o en el supuesto de que se hubiesen 
desestimado en cuanto al fondo otros recursos sustancial-
mente iguales”.

Segundo.–Es doctrina reiterada del Consejo de Esta-
do que dado el carácter excepcional del recurso extraor-
dinario de revisión, en que la finalidad es la impugna-
ción de actos administrativos firmes, únicamente puede 
fundamentarse en alguna de las causas taxativamente 
enumeradas en el art. 118 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Co-
mún, y que han de interpretarse estrictamente, sin que 
pueda extenderse a supuestos distintos de los que dicho 
artículo señala.

Tercero.–La recurrente en el escrito de interposición 
del presente recurso únicamente alega la prescripción de 
la infracción, entendiendo que los arts. 145 de la Ley de 
Ordenación de los Transportes Terrestres y 203-1.º de su 
Reglamento no han sido derogados por la Ley 42/1994, 
de Medidas Fiscales, admitiendo que estuvieran en vigor, 
esta alegación no es admisible, pues entre las distintas 
fases del procedimiento sancionador no ha transcurrido 
nunca el plazo de tres meses a que alude la recurrente 
así:

Acuerdo de iniciación 2-2-00.
Notificación de denuncia 16-2-00.
Escrito de alegaciones 3-3-00.
Ratificación del denunciante 13-3-00.
Propuesta de Resolución 5-4-00.
Resolución sancionadora 17-4-00.
Notificación de la resolución 25-4-00.

En vista de que la recurrente no alega ninguna de las 
causas previstas en el art.º 118 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, modificada por Ley 4/1999 de 13 de ene-
ro, para la interposición del recurso extraordinario de re-
visión, procede acordar la inadmisión del mismo, confor-
me al art.º 119 antes citado.

Cuarto.–Por último, respecto a la competencia para 
resolver el presente recurso, cabe concluir que corres-
ponde al Secretario General de Transportes, por cuan-
to, si bien el recurso extraordinario de revisión debe 
resolverlo el órgano que dictó el acto, en este caso el 
Subsecretario del Departamento, a partir de los Reales 
Decretos 562/2004, de 19 de abril y 1476/2004, de ju-
nio, la competencia para resolver los recursos de alza-
da contra actos del Director General de Transportes 
por Carretera está atribuida al Secretario General de 
Transportes por cuanto la Dirección General de Trans-
portes por Carretera ha pasado a depender de dicha 

Secretaría General careciendo ya la Subsecretaría de 
competencia en materia de transportes por carretera. 
En consecuencia también corresponde al Secretario 
General de Transportes la resolución de los recursos 
extraordinarios de revisión contra las resoluciones de 
los recurso de alzada referidos.

En su virtud, esta Secretaría General de Transportes, 
de conformidad con la propuesta formulada por la Subdi-
rección General de Recursos ha acordado:

Inadmitir a trámite el recurso extraordinario de revi-
sión interpuesto por Martínez i Ramil, S.L., contra reso-
lución de la Subsecretaría de este Ministerio de fecha 27 
de junio de 2002, la que se confirma en sus propios tér-
minos.

Contra esta Resolución, que pone fin a la vía adminis-
trativa, cabe recurso contencioso-administrativo, ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo 
con sede en Madrid, en el plazo de dos meses desde el día 
siguiente a su notificación.»

Madrid, 31 de octubre de 2007.–Subdirector General 
de Recursos, Isidoro Ruiz Girón. 

 71.148/07. Anuncio de la Demarcación de Carre-
teras del Estado en Galicia por el que se somete a 
Información Pública la aprobación provisional 
del Estudio Informativo: EI-2-PO-24 «Conexión 
de la Autovía A-57 con la Red Arterial de Vigo y 
Acceso al Aeropuerto de Peinador» Galicia.

Por Resolución del Subdirector General de Planifica-
ción, por delegación del Director General de Carreteras 
(Resolución Delegación de Atribuciones de 12-01-1994), 
de fecha 7 de noviembre de 2007 ha sido aprobado provi-
sionalmente el Estudio Informativo «Conexión de la 
Autovía A-57 con la Red Arterial de Vigo y Acceso al 
Aeropuerto de Peinador» recomendando como alternati-
va más favorable la denominada Alternativa 5 en el estu-
dio compuesta por las opciones Tramo A-B+Tramo 
B-E+Tramo E-G+Tramo G-I+Tramo I-J+Tramo J-L, 
de 23,06 kilómetros de longitud y Presupuesto Base de 
licitación de 222,96 M€.

En cumplimiento de lo ordenado en dicha Resolución 
y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 de la 
vigente Ley de Carreteras 25/1988 y la modificación del 
apartado 4 establecida en la Ley 24/2001, de 27 de di-
ciembre, y en los artículos 31 y 34 del Reglamento Gene-
ral de Carreteras, se somete a Información Pública el re-
ferido Estudio Informativo durante el plazo de treinta 
días hábiles contados a partir del primer día hábil si-
guiente al de la fecha de publicación del presente anuncio 
en el Boletín Oficial del Estado.

Se hace constar que la nueva calzada tendrá limitación 
total de acceso a las propiedades colindantes.

Asimismo, se hace constar que esta Información Pú-
blica lo es también a los efectos establecidos en la 
Ley 9/2006 que modifica el Real Decreto 1302/1986.

Lo que se publica para general conocimiento en el 
Boletín Oficial del Estado. Asimismo y con el fin de 
que los interesados puedan examinar el citado Docu-
mento y la aprobación provisional del mismo, durante 
el período de información pública y presentar las ale-
gaciones y observaciones que estimen procedentes, 
estará expuesto al público en días hábiles y horas de 
oficina, en el Tablón de Edictos de los Ayuntamientos 
de Pontevedra, Vilaboa Soutomaior, Pazos de Borbén, 
O Porriño, Redondela, Mos, Vigo y Ponteareas, en la 
Unidad de Carreteras del Estado (San Roque, 1, Ponte-
vedra), en esta Demarcación de Carreteras del Estado 
en Galicia (Concepción Arenal, 1-3, 1.º, 15071-A Co-
ruña), y en el Ministerio de Fomento, Dirección Gene-
ral de Carreteras (Paseo de la Castellana, 67, Ma-
drid).

Las observaciones que se formulen habrán de dirigir-
se a esta Demarcación y deberán versar sobre las cir-
cunstancias que justifiquen la declaración de interés 
general de la carretera y sobre la concepción global de 
su trazado.

A Coruña, 12 de noviembre de 2007.–El Ingeniero 
Jefe de la Demarcación, Ángel González del Río. 


